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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

El recurrente, señor Alberto García Lebrón, comparece ante 

nos y solicita la revisión de una resolución emitida por la 

Administración para el Sustento de Menores (ASUMe), el 26 de junio 

de 2019, y debidamente notificada el 3 de julio de 2019. Mediante 

la misma, el referido organismo declaró No Ha Lugar la Solicitud de 

Reconsideración del recurrente. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la resolución administrativa recurrida. 

I 

Conforme surge del expediente ante nos, la recurrida, señora 

Arelys Ayala Rodríguez, madre custodia de la menor A.G.A., 

presentó una Petición de Revisión o Modificación de Pensión 

Alimentaria ante ASUMe. Conforme a ello, la agencia administrativa 

emitió una Notificación sobre Revisión de la Pensión Alimentaria en 

la que citó a las partes para comparecer ante la Especialista de 

Pensiones Alimentarias de ASUMe. El 6 de noviembre de 2018, 

ambas partes presentaron sus Planillas de Información Personal y 
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Económica, a fin de que se adjudicara el monto pertinente por 

concepto de alimento. Tras la correspondiente evaluación, el 29 de 

noviembre de 2018, la entidad recurrida notificó una Resolución 

sobre Revisión de Pensión Alimentaria en la cual le impuso al 

recurrente el pago mensual de una pensión alimentaria prospectiva 

ascendente a $1,401.14, efectiva desde el 23 de febrero de 2017. 

Entre las advertencias contenidas en la referida resolución, se 

apercibió a las partes de su derecho a solicitar revisión, dentro del 

término de veinte (20) días, de residir en Puerto Rico, o de treinta 

(30) días, de residir fuera de Puerto Rico, contados a partir de la 

notificación de la decisión. 

El 12 de diciembre de 2018, el recurrente presentó una Moción 

Asumiendo Representación Legal de la Parte No Custodia y 

Solicitando Paralización y Reconsideración de la Pensión Alimentaria 

Determinada Arbitraria e Incorrectamente. En ella indicó que, en la 

vista celebrada, solicitó que se tomara en consideración el hecho de 

que tiene dos hijos menores adicionales. Señaló que la Especialista 

de Pensiones le indicó que no tenía que tomar en cuenta lo anterior, 

a fin de disponer del asunto sometido a su criterio. Asimismo, el 

recurrente alegó no haber tenido la oportunidad de exponer sus 

planteamientos, por lo que, afirmó que la pensión impuesta no se 

ajustaba a la realidad de las necesidades de la menor ni a su 

capacidad de pago. En dicho escrito sostuvo, además, no haber 

podido examinar la Planilla de Información Personal y Económica de 

la recurrida, a pesar de solicitarla durante la vista. Igualmente, 

indicó que el ingreso que se le imputó para fijar la pensión en 

controversia era totalmente erróneo. Por tanto, el recurrente insistió 

en que se dejara sin efecto la pensión alimentaria establecida, hasta 

tanto se citara a una vista urgente donde se determinara una 

pensión conforme a derecho.  
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ASUMe citó a las partes para una vista ante la Jueza 

Administrativa el 6 de febrero de 2019. No obstante, debido a la 

incomparecencia de la representación legal de la recurrida, la vista 

fue pautada para el 5 de marzo de 2019. Una vez celebrada la 

misma, al recurrente se le imputó un salario neto de $5,066.68. Por 

su parte, a la recurrida se le atribuyó un ingreso neto de $2,448.70. 

Como resultado del correspondiente cálculo, al recurrente se le 

impuso el pago de una pensión alimentaria mensual de $1,321.22, 

a ser efectiva desde el 1ro de marzo de 2017. 

Insatisfecho con lo resuelto, el 25 de marzo de 2019, el 

recurrente presentó una Moción Asumiendo Representación Legal y 

Solicitud de Reconsideración y de Determinaciones de Hechos 

Adicionales. En dicho escrito, reiteró el no haber tenido la 

oportunidad de examinar la Planilla de Información Personal y 

Económica sometida por la recurrida. A su vez, enfatizó desconocer 

los ingresos de la recurrida, al no tener ante sí los talonarios y la 

documentación pertinente. Asimismo, indicó, haber solicitado la 

Planilla de Información Personal y Económica de la recurrida a la 

agencia, sin embargo, enfatizó que, dicho intento fue infructuoso 

debido a que el documento no se encontraba en los archivos de 

ASUMe. Por otro lado, el recurrente sostuvo haber ofrecido evidencia 

de su ingreso conforme a los talonarios, de los cuales, a su juicio, se 

desprende un salario menor al que le fue imputado. 

En su moción de reconsideración, el recurrente añadió que las 

determinaciones de hechos esbozadas por ASUMe eran 

insuficientes, ello, al alegadamente limitarse a lo informado por las 

partes en cuanto a sus respectivos ingresos y gastos. Además, 

señaló como error el hecho de que no se realizara un ajuste en la 

pensión imputada debido a que comparte con la menor A.G.A. más 

del 20% de su tiempo. Del mismo modo, el recurrente se reafirmó 

en que no se tomó en consideración el hecho de tener dos hijos 
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menores adicionales, a quienes provee conforme a sus necesidades, 

ni que es quien aporta el 100% del seguro médico de la menor. 

Igualmente, impugnó la determinación de una partida de $62.36 

como gasto suplementario que, a su juicio, no se justificó con la 

prueba. De igual forma, en su pliego, el recurrente imputó la 

comisión de un error clerical a la agencia recurrida y reiteró que la 

pensión en disputa no se ajustó al derecho aplicable, a la realidad 

de las partes, ni a la prueba habida en el expediente administrativo.  

Consecuentemente el 27 de marzo de 2019, el foro recurrido 

emitió la siguiente Orden: 

Atendida la MOCIÓN ASUMIENDO REPRESENTACIÓN 
LEGAL Y SOLICITUD DE RECONSIDERACIÓN Y DE 
DETERMINACIÓN DE HECHOS ADICIONALES 

presentada por la Lcda. Jessica Rivera Pacheco, 
representante legal de la persona no custodia el 25 de 

marzo de 2019, se ordena: 
HA LUGAR. 

Se acepta a la Lcda. Jessica Rivera Pacheco como la 

representante legal del peticionado y se señala vista 
para el 24 de abril de 2019, a las 9:00 de la mañana 
sobre reconsideración. 

 

Así las cosas, el 5 de abril de 2019, el recurrente le remitió 

una Solicitud de Producción de Documentos a la recurrida. En la 

misma solicitó: copia de los últimos seis (6) talonarios de empleo; 

copia de su contrato de empleo; copia de las últimas tres (3) Formas 

W-2 y 480; facturas de los últimos seis (6) meses de las siguientes 

utilidades con sus recibos correspondientes: gas; luz; agua; teléfono; 

préstamo de auto; gastos de mantenimiento de auto; peaje; gastos 

médicos de la menor, tales como: deducibles; visitas al médico, 

laboratorios; medicinas y dentales. Asimismo, solicitó copia de las 

Planillas de Contribución sobre Ingresos de los pasados tres (3) años 

de la recurrida; copia de los estados bancarios mensuales de los 

últimos doce (12) meses y copia de cualquier aportación sometida al 

Seguro Social durante los pasados tres (3) meses. Dicha solicitud 

debía ser completada para el día 12 de abril de 2019. 
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El 23 de abril de 2019, el recurrente presentó una Solicitud de 

Orden y Transferencia de Vista, tras alegar que la solicitud de 

producción de documentos no había sido contestada ni objetada por 

la recurrida. Así pues, solicitó de la agencia recurrida una orden 

para que la recurrida cumpliera con su obligación de descubrir la 

información solicitada, y a su vez, requirió el reseñalamiento de la 

vista. En respuesta, el 25 de abril de 2019, ASUMe emitió una Orden 

en la que reséñalo la vista para el 14 de mayo de 2019. Además, le 

ordenó a la recurrida que, en el término de cinco (5) días, sometiera 

la contestación a la solicitud de producción de documentos antes 

aludida. 

Por su parte, el 29 de abril de 2019, la recurrida presentó una 

Moción Solicitando Remedio Urgente a la Honorable Agencia. En ella, 

indicó haber recibido la solicitud de producción de documentos. Sin 

embargo, se opuso a la misma bajo el argumento de que dicho 

mecanismo se utiliza en el procedimiento previo a la fijación de 

pensión alimentaria, no así en procedimientos posteriores al decreto 

pertinente. Además, adujo que en la vista celebrada ante la Jueza 

Administrativa ambas partes contaron con representación legal, por 

lo que no estaban ajenos al derecho que les asistía.  

El 6 de mayo de 2019, el foro recurrido emitió una Orden la 

cual dispone lo siguiente: 

Atendida la MOCIÓN SOLICITANDO REMEDIO 

URGENTE presentada por la LCDA. VERILIZ FALU 
MENDEZ, REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA 
CUSTODIA el 29 de abril de 2019, se ordena: 

 
1. Las alegaciones de las partes se discutirán en la vista 

señalada para el 14 de mayo de 2019. 
 

2. El descubrimiento de prueba se deberá limitar a las 

alegaciones presentadas en la Solicitud de 
Reconsideración. 

El 7 de mayo de 2019, el recurrente presentó una Solicitud de 

Orden y Sanciones, tras haber expirado el término de cinco días 

concedidos por ASUMe a la recurrida, para que cumpliera con la 
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producción de documentos. En consecuencia, el 13 de mayo de 

2019, ASUMe emitió una Orden en la cual dispuso: 

Atendida la MOCIÓN DE ORDEN Y SANCIONES 
presentada por la LCDA. JESSICA RIVERA PACHECO, 
REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA NO 

CUSTODIA el 7 de mayo de 2019, se ordena: 
 

1. Las alegaciones sobre la solicitud de Reconsideración 
serán discutidas en la vista señalada para el 14 de mayo 
de 2019. 

 
2. No obstante, en un término de tres (3) días la persona 

custodia debe someter la información requerida por la 

persona no custodia, según la Orden emitida el 6 de 
mayo de 2019. 

En respuesta, ese mismo día, la recurrida presentó una Moción 

Solicitando Aclaración de Orden a la Honorable Agencia. En esta, 

indicó que el descubrimiento de prueba debía limitarse a lo esbozado 

en la Moción Asumiendo Representación Legal y Solicitud de 

Reconsideración y de Determinaciones de Hechos Adicionales 

incoada por el recurrente el 25 de marzo de 2019. La recurrida, a su 

vez, reafirmó que, el alegado desconocimiento de sus ingresos era 

completamente falso. 

El 14 de mayo de 2019, se celebró una vista ante el organismo 

concernido, en la que se ordenó a las partes finalizar el 

descubrimiento de prueba en fecha cierta, o informar si llegarían a 

un acuerdo.  

Tras varios trámites, el 19 de junio de 2019, se llevó a cabo la 

audiencia para entender sobre la reconsideración en controversia. 

Como resultado, el 26 de junio de 2019, con notificación del 3 de 

julio siguiente, ASUMe emitió la Resolución y Orden aquí recurrida. 

Conforme surge, durante el procedimiento en cuestión, el recurrente 

indicó estar en disposición de asumir capacidad económica, a fin de 

finiquitar el asunto relativo a la pensión alimentaria en disputa. No 

obstante, la representación legal de ASUMe y la representación legal 

de la recurrida se opusieron a dicha contención al afirmar que, 

durante la vista celebrada el 5 de marzo de 2019, se había pasado 
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prueba sobre los gastos de la menor y los ingresos de sus 

progenitores. A su vez, se destacó que, en la etapa en que se 

encontraban los procedimientos, no procedía la petición de asumir 

capacidad económica presentada por el recurrente, toda vez que ello 

redundaba en iniciar nuevamente los procedimientos.  

Luego de evaluados los planteamientos de las partes, la Jueza 

Administrativa determinó que, en la vista celebrada el 6 de 

noviembre de 2018, ambas partes de epígrafe tuvieron la 

oportunidad de discutir sus alegaciones. Añadió, a su vez, que 

posteriormente y a instancia del recurrente, el 5 de marzo de 2019, 

durante la vista que se celebró ese día, los comparecientes, 

debidamente representados por sus abogados, pudieron 

argumentar sobre la evidencia en la que se fundamentó la 

determinación de la pensión alimentaria en disputa. Añadió la 

funcionaria que, dado a ello, el recurrente tuvo oportunidad de 

confrontar la prueba y se reafirmó en que, como resultado de la 

reconsideración que promovió, nuevamente tuvo acceso a toda la 

evidencia.  

Con relación a la alegación del recurrente de desconocer el 

cómputo realizado por ASUMe en cuanto a su salario, la Jueza 

Administrativa aclaró que el mismo fue determinado a tenor a la W-

2 del año 2018 sometida por el mismo recurrente. Asimismo, con 

relación al planteamiento de no habérsele realizado un ajuste en la 

pensión alimentaria, ello, por compartir con su hija más de un 20% 

del tiempo, el foro recurrido aclaró que ni ante la Especialista de 

Pensiones Alimentarias, ni en la solicitud de revisión, el recurrente 

había solicitado que se realizara el ajuste con la evidencia 

correspondiente. Por ello, resolvió que en la etapa de 

reconsideración no procedía su argumento. 

A su vez, la Jueza Administrativa sostuvo la improcedencia de 

tomar en consideración a los demás hijos del recurrente, ello, a fin 



 
 

 
KLRA201900476 

 

8 

de calcular la pensión objeto de controversia. Ello pues, conforme a 

las Guías Mandatorias, si el recurrente pagara otras pensiones 

alimentarias tendría derecho a solicitar un proceso independiente 

de prorrateo y nivelación evidenciando que, al pagar la pensión 

impuesta, su reserva de ingresos se vería afectada. En cuanto a la 

solicitud de asumir capacidad económica, el foro recurrido 

especificó que, en la vista celebrada el 5 de marzo de 2019, se habían 

discutido todos los gastos de la menor, como también se había 

presentado prueba de los ingresos de ambas partes. Por lo tanto, 

resolvió que, en la etapa de reconsideración, no procedía la solicitud 

de aceptar capacidad económica, pues se estaría reiniciando el 

proceso. Asimismo, aclaró el error clerical en los porcientos que 

aportan los padres a la pensión alimentaria de la menor. De este 

modo, se mantuvo la pensión establecida de $1,321.22, efectiva el 

1ro de marzo de 2017.  

Inconforme, el 2 de agosto de 2019, la parte recurrente 

presentó ante nos el recurso de revisión administrativa de epígrafe. 

En el mismo formula los siguientes planteamientos: 

Erró la Juez Administrativa al autorizar que se realizara 
un descubrimiento de prueba en la etapa de 

reconsideración y luego declarar inoportuna la 
declaración de aceptación de capacidad económica que 
hizo el recurrente. 

 
Erró la Juez Administrativa al confirmar la 
determinación de pensión alimentaria establecida 

basada en determinaciones de hechos y conclusiones 
de derecho irrazonables que no están sustentadas por 

el récord administrativo. 
 

Luego de examinar el expediente que nos ocupa y sin el 

beneficio de la comparecencia de la parte recurrida, procedemos a 

expresarnos. 

II 

A 

 

Es norma firmemente establecida en el estado de derecho 

vigente, que los tribunales apelativos están llamados a abstenerse 
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de intervenir con las decisiones emitidas por las agencias 

administrativas, todo en deferencia a la vasta experiencia y 

conocimiento especializado que les han sido encomendados.  Rolón 

Martínez v. Superintendente de la Policía de Puerto Rico, 201 DPR 26 

(2018); The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800 (2012); 

Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty II, 179 DPR 923 (2010).  En este 

contexto, la sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, establece 

el alcance de la revisión judicial respecto a las determinaciones 

administrativas.  A tal efecto, la referida disposición legal expresa 

como sigue:   

El tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 
determina que el recurrente tiene derecho a un 

remedio.  
  

Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 

agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan 
en evidencia sustancial que obra en el expediente 
administrativo.  

  
Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos por el tribunal.  
 

Al momento de revisar una decisión agencial, los tribunales 

deben ceñirse a evaluar la razonabilidad de la actuación del 

organismo.  Rolón Martínez v. Superintendente de la Policía de Puerto 

Rico, supra; The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra.  Por ello, 

los tribunales no deben intervenir o alterar las determinaciones de 

hechos que emita, siempre que estén sostenidas por evidencia 

sustancial que surja de la totalidad del expediente 

administrativo.  Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005); Pacheco v. 

Estancias, 160 DPR 409 (2003).  En este contexto, nuestro Tribunal 

Supremo ha definido el referido concepto como aquella evidencia 

relevante que una mente razonable podría aceptar como adecuada 

para sostener una conclusión.  Rolón Martínez v. Superintendente de 

la Policía de Puerto Rico, supra; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 

Seg. P.R., 144 DPR 425 (1997).    
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A tenor con esta norma, los foros judiciales limitan su 

intervención a evaluar si la decisión de la agencia es razonable y no 

si hizo una determinación correcta de los hechos ante su 

consideración.  Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 

supra.  En caso de que exista más de una interpretación razonable 

de los hechos, el tribunal debe sostener lo concluido por la agencia, 

evitando sustituir el criterio del organismo por sus propias 

apreciaciones. Pacheco v. Estancias, supra. Ahora bien, esta norma 

de deferencia no es absoluta.  La misma cede cuando está presente 

alguna de las siguientes instancias: (1) cuando la decisión no está 

fundamentada en evidencia sustancial; (2) cuando el organismo 

administrativo ha errado en la apreciación de la ley, y; (3) cuando 

ha mediado una actuación irrazonable, o ilegal.  Costa Azul v. 

Comisión de Seguridad, 170 DPR 847 (2007). 

Por otra parte, tal cual expusiéramos, las determinaciones 

administrativas están protegidas por una presunción de corrección 

y validez, la parte que acude al auxilio del tribunal apelativo tiene el 

deber de colocar a dicho foro en condiciones suficientes para que 

pueda conceder el remedio solicitado.   Morán v. Marti, 165 DPR 356 

(2005); Santos Green v. Cruz, 100 DPR 9 (1971).  Por tanto, para 

poder atender en los méritos los argumentos de su recurso, el 

promovente del mismo no sólo debe discutir a cabalidad los 

señalamientos alegados, sino, también, acompañarlo con la prueba 

necesaria para demostrar el error o el abuso de discreción 

invocado.  Santos Green v. Cruz, supra; De la Rosa v. Puerto Rico 

Motors, 58 DPR 341 (1941).  Así pues, si la parte apelante no pone 

al tribunal revisor en la posición de ponderar y adjudicar los errores 

señalados, procede la desestimación del recurso que atiende o la 

confirmación del dictamen apelado.  Bajo estas circunstancias y en 

lo aquí pertinente, en ausencia de la transcripción de la prueba 

testimonial, el tribunal intermedio sólo revisará la comisión de un 
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error de derecho cuando claramente se desprenda del expediente 

apelativo.  Santos Green v. Cruz, supra.   

B 

Nuestro ordenamiento jurídico provee para que una parte que 

se encuentre inconforme con un dictamen de un organismo 

administrativo pueda solicitar la reconsideración del mismo. Ante 

ello, una moción de reconsideración constituye el mecanismo 

procesal que facilita al juzgador de hechos reexaminar su proceder 

en cuanto a una controversia sometida a su escrutinio para que, en 

determinado período, resuelva si es meritorio que sea enmendado o 

que quede sujeto a mayor evaluación. Caro v. Cardona, 158 DPR 

592, 598 (2003).   

En este contexto, la Sección 3.15 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley 38-2017, 

expresamente dispone lo siguiente: 

La parte adversamente afectada por una resolución u 
orden parcial o final podrá, dentro del término de veinte 
(20) días desde la fecha de archivo en autos de la 

notificación de la resolución u orden, presentar una 
moción de reconsideración de la resolución u orden. La 

agencia dentro de los quince (15) días de haberse 
presentado dicha moción deberá considerarla. Si la 
rechazare de plano o no actuare dentro de los quince 

(15) días, el término para solicitar revisión comenzará a 
correr nuevamente desde que se notifique dicha 

denegatoria o desde que expiren esos quince (15) días, 
según sea el caso. Si se tomare alguna determinación 
en su consideración, el término para solicitar revisión 

empezará a contarse desde la fecha en que se archive 
en autos una copia de la notificación de la resolución de 
la agencia resolviendo definitivamente la moción de 

reconsideración.  Tal resolución deberá ser emitida y 
archivada en autos dentro de los noventa (90) días 

siguientes a la radicación de la moción de 
reconsideración. Si la agencia acoge la moción de 
reconsideración, pero deja de tomar alguna acción con 

relación a la moción dentro de los noventa (90) días de 
ésta haber sido radicada, perderá jurisdicción sobre la 
misma, y el término para solicitar la revisión judicial 

empezará a contarse a partir de la expiración  de dicho 
término de noventa (90) días salvo que la agencia, por 

justa causa y dentro de esos noventa (90) días, 
prorrogue el término para resolver por un periodo que 
no excederá de treinta (30) días adicionales. 

[…]  
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Conforme a lo anterior, el Artículo 11(c) de la Ley Orgánica de 

la Administración para Sustento de Menores, Ley Núm. 5 de 30 de 

diciembre de 1986, 8 LPRA sec. 510 (c), a su vez, atiende el referido 

mecanismo y los términos correspondientes aplicables a los 

procedimientos que acontecen en el tribunal administrativo de 

ASUMe. En específico, establece que cualquier parte afectada por 

una orden de filiación y alimentos emitida por el Juez Administrativo 

competente, está facultado para solicitar la correspondiente 

reconsideración, ello dentro de un término de veinte (20) días de 

notificada la misma, o treinta (30) días de acontecida dicha 

instancia, en caso de que el peticionado resida fuera de nuestra 

jurisdicción. Añade que, una vez medie una oportuna solicitud de 

reconsideración, la agencia celebrará una vista administrativa 

dentro de los veinte (20) días, o treinta (30) días si el peticionado 

reside fuera de Puerto Rico, a partir de la fecha de la correspondiente 

solicitud.   

Como corolario, la Regla 62 del Reglamento del Procedimiento 

Administrativo Expedito para el Sustento de Menores, Reglamento 

Núm. 7583 de 10 de octubre de 2008, según enmendado, dispone 

en lo pertinente, lo siguiente: 

La parte adversamente afectada por una resolución 

final podrá solicitar reconsideración, dentro del término 
de veinte (20) días si reside en Puerto Rico o de treinta 
(30) días si reside fuera de Puerto Rico, que se contará 

a partir del archivo en el expediente o del envío por 
correo del dictamen, lo que sea posterior. La solicitud 

de reconsideración será presentada en la oficina del juez 
administrativo mediante escrito enviado por correo 
regular, fax, cualquier método electrónico disponible o 

personalmente.  Cuando se presente por fax, el original 
deberá ser remitido por correo o entregado 

personalmente el mismo día en que se tramitó el fax.  
 

C 

La obligación alimentaria tiene su fundamento en el derecho 

constitucional a la vida y en el ideal de la solidaridad familiar. Díaz 

Ramos v. Matta Irizarry, 198 DPR 916, 923 (2017); Fonseca Zayas v. 
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Rodríguez Meléndez, 180 DPR 623, 632 (2011). Se entiende por 

alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, 

vestido y asistencia médica, según la posición social de la familia. 

Por igual, los alimentos también comprenden la educación e 

instrucción del alimentista, de ordinario, mientras es menor de 

edad. Artículo 142 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

561.   

La Ley Orgánica de la Administración para el Sustento de 

Menores, Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, 8 LPRA sec. 501, 

et seq., establece un mecanismo con el fin de otorgarle cierta 

uniformidad a la gestión de establecer los términos de una pensión 

alimentaria.  En dicho contexto, el Artículo 19 del referido estatuto 

provee para el uso de las Guías para Determinar y Modificar 

Pensiones Alimentarias en Puerto Rico, Reglamento Núm. 8529 de 

30 de octubre de 2014, a los fines de que, fundamentándose en 

criterios numéricos y descriptivos, la autoridad concernida realice el 

cómputo de la obligación alimentaria en cuestión.  8 LPRA sec. 518.  

III 

En el primer señalamiento de error, el recurrente plantea que 

la Jueza Administrativa erró al autorizar que se realizara un 

descubrimiento de prueba en la etapa de reconsideración para luego 

declarar inoportuna su solicitud de aceptación de capacidad 

económica.  

Tal cual señalamos, la solicitud de asumir capacidad 

económica se presentó por primera ocasión en la vista celebrada el 

19 de junio de 2019. Dicha vista se señaló para atender la moción 

de reconsideración incoada por el recurrente el 25 de marzo de 

2019.   

Como destacamos, una moción de reconsideración constituye 

el mecanismo procesal que facilita al juzgador de los hechos, 

reexaminar su proceder en cuanto a una controversia previamente 
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sometida. Es decir, la etapa de reconsideración presupone 

considerar nuevamente la prueba que con anterioridad se examinó 

y se adjudicó. Así pues, el planteamiento sobre la aceptación de 

capacidad económica es improcedente en la etapa en la que se 

encontraba el procedimiento administrativo ya que, los fines de la 

vista celebrada era para entender sobre la prueba habida en el 

expediente, según aportada por las partes durante el procedimiento 

inicial.  

A tenor con lo anterior, cabe concluir que admitir lo solicitado 

por el recurrente, redundaría en la celebración de una vista de novo 

sin facultad legal que imprima legitimidad a ello. Sabido es que las 

implicaciones de asumir capacidad económica son distintas a las 

que se derivan de un procedimiento ordinario de alimentos. Tal es 

la ocasión en el presente caso, en el cual la Jueza Administrativa 

atendió la prueba referente a la capacidad económica del 

alimentante como a las necesidades del alimentista y, conforme a 

ello y a las Guías Mandatorias, adjudicó la pensión alimentaria 

aplicable. Siendo así, en ningún error incurrió la funcionaria al no 

permitir la aceptación de capacidad económica en la etapa de 

reconsideración. 

Por otra parte, el recurrente argumenta en su segundo 

señalamiento de error, que incidió la Jueza Administrativa al 

confirmar la determinación de pensión alimentaria establecida, 

basada en determinaciones de hechos y conclusiones de derecho 

que, conforme alega, no están sustentadas por el récord 

administrativo. Habiendo examinado dicho argumento a la luz de 

los hechos acontecidos y de la prueba que obra en autos, resolvemos 

no imponer nuestro criterio sobre el ejercido por el organismo 

recurrido. Nos explicamos. 

El 2 de agosto de 2019, mediante Solicitud de Regrabación y 

Transcripción de Vista, el recurrente expuso que el expediente de la 
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ASUMe carecía de prueba que sustentara las determinaciones 

formuladas. Por tanto, nos solicitó que tomáramos en consideración 

la prueba oral.  

El 12 de agosto de 2019, mediante Resolución le advertimos al 

recurrente su responsabilidad de realizar las diligencias necesarias 

para así este Foro revisor poder entender su planteamiento de error 

esbozado en el recurso incoado. En virtud de ello, se le brindó 

término hasta el 3 de septiembre de 2019, para presentar la 

correspondiente transcripción de la prueba oral. No obstante lo 

anterior, el 5 de septiembre de 2019, por medio de una Resolución 

le advertimos a la parte del incumplimiento con lo anteriormente 

ordenado. Sin embargo, le brindamos un término adicional, 

vencedero el 13 de septiembre de 2019, para que actuara de 

conformidad. Aprovechamos la ocasión y le apercibimos que, el 

incumplimiento con lo antes ordenado conllevaría la adjudicación 

del recurso sin el beneficio de la transcripción de la prueba oral. 

Posteriormente, el 18 de octubre de 2019, vía Resolución indicamos: 

“…Por incumplir con lo antes dispuesto, este Tribunal adjudicará el 

recurso sin el beneficio de la transcripción de la prueba oral”. 

Ciertamente, el recurrente tuvo varias oportunidades de presentar 

la prueba oral para así poner en posición a este Foro para evaluar 

las determinaciones de hechos y conclusiones de derecho emitidas 

por ASUMe.1 Tal cual esbozado, en nuestro estado de derecho, es a 

la parte que impugna una decisión administrativa la que tiene la 

obligación de derrotar mediante evidencia la presunción de 

corrección de los procedimientos y de las decisiones agenciales. 

M.&B.S., Inc. v. Depto. de Agricultura, 118 DPR 319, 331 (1987). 

Ante la ausencia de la prueba oral requerida para poder 

justipreciar los asuntos del recurrente, este Foro cuenta con meras 

 
1 Destacamos que a la fecha de la presente Sentencia todavía no contamos con la 

transcripción de la prueba oral. 
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alegaciones. Toda vez que el recurrente no nos puso en posición de 

poder atender su reclamo, mediante la evaluación de la prueba, 

sostenemos las determinaciones de hechos emitidas.  

En mérito de lo anterior, y en ausencia de evidencia alguna en 

el expediente administrativo capaz de derrotar la presunción de 

corrección que cobija las determinaciones de hechos y conclusiones 

de derecho emitidas por la agencia concernida, no podemos sino 

abstenernos de intervenir con lo resuelto.  A la luz de la prueba que 

obra en el expediente que nos ocupa, el dictamen en disputa es uno 

razonable y legalmente oponible, razón por la cual merece 

sostenerse en toda su extensión.   

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la resolución 

administrativa recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 
 

 Tribunal de Apelaciones.        

 
              

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


